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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y la Jueza Ortiz 

Flores 

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparecen Word Reach Management, Corp. (WRM); 

Asset Development & Management, Corp. (ADM); Wilfredo 

Rodríguez Neris (Sr. Rodríguez) (en conjunto parte 

apelante) y nos solicitan la revocación de la 

Sentencia emitida el 31 de marzo de 2014 y notificada 

el 3 de abril del mismo año, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI). 

Mediante la referida Sentencia, el TPI declaró Con 

Lugar la demanda sobre incumplimiento de contrato, 

dolo y recisión, presentada por Toucher Paris, Inc. 

(Toucher); María A. Borrero Toro (Sra. Borrero) y 

Víctor M. Gordo González (Sr. Gordo) (en conjunto 

parte apelada).  
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 Considerados los escritos de las partes y los 

documentos que los acompañan, a la luz del derecho 

aplicable resolvemos confirmar la Sentencia apelada. 

I. 

El 2 de noviembre de 2007, los aquí apelados 

presentaron una demanda por incumplimiento de 

contrato, dolo y rescisión en contra de los aquí 

apelantes.  Alegaron, que en junio de 2006 comenzaron 

conversaciones y negociaciones comerciales con los 

apelantes dirigidas al alquiler de dos locales 

ubicados en el 2058 de la Calle Turquesa en el 

Municipio de San Juan.  Ello, con la intención de 

establecer en dichos locales una boutique, un salón de 

belleza, un bistro y una oficina de control de peso, 

lo cual indicaron le fue informado al co-apelante, el 

Sr. Rodríguez.  Arguyeron, que la parte apelante le 

representó en todo momento, incluso mediante ciertos 

documentos, que los locales que se proponían a 

alquilar, ubicaban en una zona comercial C-1.  Sin 

embargo, una vez firmado el contrato de arrendamiento 

el 8 de julio de 2006, cuando los apelados se 

prestaban a conseguir el permiso de uso de los 

locales, advinieron en conocimiento que éstos estaban 

ubicados en una zona residencial R-1.  Por ello, no 

podían conseguir un permiso de uso permanente para 

operar los negocios que tenían proyectados. 

Así pues, los apelantes alegaron en su demanda 

que los apelados le mostraron documentos y le hicieron 

representaciones de que los locales ubicaban en una 

zona comercial, a sabiendas de que no era correcto ya 
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que estos ubicaban en una zona residencial.  Los 

apelados arguyeron, que fueron engañados antes, 

durante y después de la firma del contrato de 

arrendamiento.  Indicaron, que de haber conocido que 

los locales no contaban con la zonificación adecuada 

para sus negocios, no hubiesen suscrito el contrato de 

arrendamiento en controversia.  Ante ello, señalaron 

que fueron víctimas de dolo cometido por los 

apelantes, lo que les ha causado serias pérdidas 

económicas y daños, por lo cual éstos deben responder 

de manera solidaria. 

El 22 de enero de 2008, WRM presentó su 

contestación a la demanda. En ésta acepta la firma del 

contrato, sostuvo que los locales se pueden usar para 

un fin comercial o residencial y que el día que se 

otorgó el contrato Toucher entregó dos cheques, uno 

como depósito y  otro como pago del primer mes por la 

cantidad de $3,500.00, cada uno. Negaron que ADM fuera 

parte arrendadora o tuviese algo que ver con el 

arrendamiento de los dos locales. Se aceptó además que 

el contrato de arrendamiento sería por cuatro años, 

pagando $3,500.00 mensuales del 1 de julio al 31 de 

diciembre de 2006, luego $3,700.00 del 1 de enero al 

30 de junio de 2007. A partir del 1 de julio de 2007, 

la renta mensual aumentaría anualmente durante el 

resto del contrato a base de un mínimo de 6%, el cual 

sería computado sobre el canon mensual al 30 de junio 

de 2007. 

WRM alegó que tenía conocimiento, desde las 

negociaciones preliminares y al suscribir el contrato, 
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de los planes de los apelados de establecer una 

boutique, un salón de belleza con área de estética, 

manicura y pedicura y una oficina de servicios para el 

control de peso.  Sin embargo, negaron conocer que 

Toucher se proponía establecer un bistro o restaurante 

que se dedicaría a la venta de comidas ligeras y 

bebidas alcohólicas. 

Negaron hacer representaciones falsas a Toucher 

sobre que los locales arrendados se encontraban en una 

zona comercial C-1, lo que permitiría realizar los 

negocias proyectados. Aceptaron que la cláusula nueve 

(9) del contrato de arrendamiento disponía que “la 

propiedad arrendada será usada para el propósito de 

establecer en ella oficinas de servicios comerciales, 

entretenimiento, conferencias, reuniones de negocio 

y/o cualquier negocio comercial legítimo.”  

WRM también aceptó que antes de que se 

suscribiera el contrato, el Sr. Rodríguez le entregó a 

la Sra. Borrero un permiso de uso con fecha del 26 de 

septiembre de 2001, el cual demarcaba la propiedad 

comercial de WRM en zona C-1.  Además, que a los cinco 

(5) meses de haberse firmado el contrato, el Sr. 

Rodríguez, como representante de WRM, se reunió con el 

representante legal de Toucher y les informó que se 

estaba tramitando una rezonificación a CO-1. WRM 

acepto, que en el 2002 la Junta de Planificación 

(Junta) emitió una resolución denegando una petición 

de variación de zonificación. Asimismo, que en el 2005 

el Sr. Rodríguez presentó otro caso, el cual fue 

resuelto por la Junta el 13 de abril de 2007, 
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notificado el 11 de mayo de 2007, autorizando la 

enmienda al mapa de zonificación de R-1 a CO-1. 

Aceptaron que pretenden cobrar de Toucher los 

cánones de  arrendamiento alegadamente vencidos sobre 

los locales, aun cuando estos no cuentan con la 

zonificación necesaria para que Toucher pueda operar 

sus negocios.  Alegaron que la causa de acción estaba 

prescrita y que hubo un enriquecimiento injusto por 

parte de Toucher.  

Por otra parte, WRM presentó una reconvención1 en 

la que alegó que los apelados incumplieron con su 

obligación de pagar la renta mensual. Indicó que al 30 

de abril de 2008, fecha en que WRM recobró la posesión 

del inmueble por medio de una acción de desahucio, la 

renta vencida ascendía a $73,828.26, la cual catalogan 

como una suma liquida, vencida y exigible.  

Asimismo, presentó una segunda causa de acción en 

contra de Toucher reclamando que había equipos que 

eran parte del local los cuales estaban identificados 

y se les entregó un documento que así lo establecía y 

que al recuperar la propiedad se confrontó con que los 

mismos fueron removidos por Toucher.  WRM señaló que 

los equipos removidos del inmueble tienen un valor 

agregado de $16,950.00.  Finalmente, alegaron que los 

apelados vandalizaron el local al desalojarlo, 

ocasionando daños que estimaron en $41,400.00. 

El 20 de agosto de 2008, ADM presentó su 

contestación a la demanda, negando todas las 

alegaciones.  Sin embargo, levanto varias defensas 

                                                 
1
 La Reconvención fue enmendada el 6 de junio de 2008. 
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afirmativas, entre estas destacan, la alegación de que 

los daños sufridos por Toucher fueron auto-infligidos, 

por estos actuar con negligencia y dejadez en la 

gestión relacionada a los permisos.  Asimismo, arguyó 

que no responde ante las reclamaciones de Toucher, ya 

que no tiene ni ha tenido una relación contractual con 

ésta. Sostuvo además que Toucher no formuló ninguna 

alegación en su demanda dirigida a ella.   

El 12 de enero de 2010, el Sr. Rodríguez presentó 

su contestación a la demanda.  En esta argumentó, que 

sus actuaciones para con los apelados fueron en 

calidad de oficial de WRM, por lo cual niega haber 

participado en su carácter personal en el acuerdo de 

alquiler.  Al igual que WRM, aceptó conocer el tipo de 

negocio que pretendía establecer Toucher, con 

excepción del bistro.  Asimismo, aceptó el contenido 

de la cláusula nueve (9) del contrato de arrendamiento 

tal y como se redactó en la demanda.  Así también, 

aceptó haber entregado copia del permiso de uso del 26 

de septiembre de 2001, que identificaba la zona de los 

locales como comercial C-1. 

Como parte de sus defensas afirmativas, sostuvo 

que los daños que alegó la parte apelada fueron auto-

infligidos y responden a sus propios errores, 

desconocimiento y/o incompetencia profesional o 

comercial. Finalmente, reitero que al actuar en su 

capacidad de representante autorizado de WRM, no 

responde en su carácter personal por las reclamaciones 

de los apelados. 
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Luego de varias incidencias procesales, entre 

estas varias mociones de carácter dispositivo, se 

celebró el juicio en su fondo los días 7 de septiembre 

de 2011, 17 de enero de 2012, 2 de febrero de 2012, 14 

de marzo de 2012, 26 de marzo de 2012 y 3 de octubre 

de 2012.  Por la parte aquí apelada declararon, la 

Sra.  Borrero, el Sr. Gordo, la gestora Soraya Rivera, 

en carácter de perito la Contadora Pública Autorizada 

Carmen Vega Furnier y el Sr. Carlos Strubbe, ex-

alguacil del TPI.  Por la parte apelante declaró, el 

Sr. Rodríguez y el Sr. Carlos Quintana, ex funcionario 

de la Administración de Reglamentos y Permisos (ARPe).  

Cabe destacar, que al juicio compareció un oficial de 

la Junta de Planificación, con el fin de autenticar 

las copias de los expedientes que obran en dicha 

agencia números 2001-17-0793JPZ y 2005-17-0678-JPZ.  

Asimismo, compareció un oficial de ARPe, hoy en día 

Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), para 

autenticar las copias de los expedientes de los casos 

número 06PU2-CET00-07832 y 07PU2-CET00-04726.  Todos 

estos documentos fueron ofrecidos en evidencia por la 

parte demandante. Una vez fueron autenticados se 

marcaron como Exhibit de ambas partes.    

Así pues, sometido el caso el foro de instancia 

dictó el 31 de marzo de 2014, la Sentencia objeto del 

presente recurso. El TPI realizó ciento seis (106) 

determinaciones de hechos, de las cuales destacan las 

siguientes: 

 Desde la primera visita a los locales, el señor 

Rodríguez informó a la codemandante Borrero que los 

locales eran comerciales. 
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 La codemandante Borrero le informó a su vez al señor 

Rodríguez que los negocios que se proponían llevar a 

cabo en los locales eran una boutique, un salón de 

belleza, un bistro y un centro de control de peso. 

 El codemandado Rodríguez le representó a los 

demandantes en esa etapa inicial de negociación, que 

no iban a tener problemas en conseguir sus permisos 

para llevar a cabo esos negocios, pues los locales 

eran de uso comercial, al igual que los locales que 

ubicaban en la misma calle, varios de los cuales eran 

de su propiedad. 

 El codemandado Rodríguez les representó a los 

demandantes en esa etapa inicial de negociación, que 

el arrendador iba a ser la codemandada Asset 

Development & Management Corp. y que si querían 

separar los locales debían emitir un cheque por 

$3,500.00 a nombre de Asset. 

 A esos efectos, el 22 de junio de 2006 la codemandada 

Borrero emitió el cheque número 1128 por la cantidad 

de $3,500.00 a nombre de Asset en concepto de depósito 

del local, tal y como Rodríguez le había requerido. 

 La codemandada Asset endosó dicho cheque y lo depositó 

en su cuenta bancaria... Surge del endoso que el 

cheque le fue pagado por el Westernbank el 27 de junio 

de 2006. 

 El 1 de julio de 2006, la codemandante le entregó a 

Rodríguez un segundo cheque, el Núm. 230, por la 

cantidad de $3,500.00, también a nombre de Asset por 

concepto del primer mes de renta de los locales. 

 La codemandada Asset endosó dicho cheque y lo depositó 

en su cuenta bancaria... Surge del endoso que el 

cheque le fue pagado por el Westernbank el 27 de julio 

de 2006. 

  Como parte también de las negociaciones, los 

demandantes recibieron de manos de los demandados un 

borrador de contrato para que éstos lo examinaran con 

su abogado.  En dicho borrador se indica que el 

arrendador iba a ser Asset. 

 Previo a proceder a firmar el contrato, los demandados 

entregaron a  los demandantes una copia de un Permiso 

de Uso expedido por ARPe del 6 de septiembre de 2001 a 

nombre de Wilfredo Rodríguez Neris y/o Asset 

Development & Management Corp., permiso número 129037, 

que indicaba que la propiedad a ser alquilada tenía 

zonificación C-1. 

 Los demandados hicieron entrega a los demandantes del 

referido permiso de uso para demostrarles a éstos la 

clasificación comercial que tenía la propiedad a ser 

alquilada. 

 Rodríguez les representó a los demandantes que con la 

zonificación que decía dicho permiso de uso, ellos no 

iban a tener problemas de conseguir su permiso de uso 

para llevar a cabo los negocios que habían informado 

durante las negociaciones de dichos locales. 

 A esa fecha 8 de julio de 2006, los demandados 

conocían que la zonificación de la propiedad del 2058 

Calle Turquesa ante la Junta de Planificación era 

Residencial Uno (R-1), y no comercial C-1, como leía 

el referido permiso de uso 129037. 

 De hecho, a esa fecha 8 de julio de 2006, los 

demandados tenían conocimiento de una Resolución que 

el 30 de julio de 2002 había emitido la Junta de 
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Planificación, denegando una petición de cambio de 

zonificación que había presentado el codemandado 

Rodríguez, para rezonificar la propiedad de un 

distrito Residencial de Baja Densidad (R-1), a un 

Distrito Comercial Uno (C-1) o Comercial de Oficina  

(CO-1), esto bajo el caso número 2001-17-0793JPZ de la 

Junta de Planificación (JP). 

 Los demandados no informaron a los demandantes, ni 

antes ni durante la firma del contrato, sobre la 

existencia de dicha Resolución de la JP del 2002 

denegando el cambio de zonificación. 

 Los demandados no informaron a los demandantes, ni 

antes ni durante la firma del contrato de 

arrendamiento, que la zonificación de la propiedad a 

la fecha de la firma era Residencial Uno (R-1) y no C-

1, como decía el referido permiso de uso 129037. 

 Ese 8 de julio de 2006, y confiando en la zonificación 

C-1 de los locales, los demandantes procedieron con 

los demandados a la firma del documento denominado 

“Contrato de Arrendamiento”. 

 El referido contrato indicaba en la primera página, 

que el arrendador era World Reach Management, Corp, 

una corporación organizada y registrada conforme a las 

leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

 Surgió de la prueba desfilada en el juicio, que a la 

fecha del 8 de julio de 2006, no existía en el 

Departamento de Estado una corporación registrada con 

el nombre de World Reach Management, Corp.  Lo que 

existía era una corporación de nombre World Reach, 

Corp. que en marzo de 2007 presentó en dicha agencia 

una solicitud de enmienda a su certificado de 

incorporación para cambiar de nombre a World Reach 

Management, Corp. 

 A la fecha de la firma del contrato, los demandantes 

cuestionaron a Rodríguez sobre quien era World Reach 

Management, Corp., pues se suponía que el arrendador 

iba a ser Asset, pero éste les dijo que no se 

preocuparan, que ambas corporaciones eran la misma 

cosa. 

 Luego de firmado el referido contrato de 

arrendamiento, Toucher contrató a la gestora Soraya 

Rivera para que le tramitara su permiso de uso en 

ARPe, entre otros asuntos.   

 A esos efectos, el 29 de agosto de 2006, Rivera 

presentó en ARPe la solicitud de Permiso de Uso para 

los siguientes usos propuestos: salón de belleza, 

boutique y un bistro con venta de bebidas alcohólicas 

al detal. No se incluyó la clínica de control de peso. 

 Con dicha solicitud de permiso de uso, la gestora 

Rivera acompañó la copia del Permiso de Uso 129037 que 

los demandados habían entregado a los demandantes. 

 Al mismo tiempo que gestionaban tales permisos y 

endosos, los demandantes comenzaron a realizar mejoras 

y remodelaciones en los  locales para conformarlos a 

los negocios que se proponían llevar a cabo, así como 

efectuaron la compra de equipo e inventario, entre 

otras cosas. 

 Para realizar tales mejoras y remodelaciones, compra 

de equipo e inventario, los demandantes solicitaron y 

obtuvieron varios préstamos y líneas de crédito por 

aproximadamente $315,000.00. 

 La parte demandante efectuaba el pago de los cánones a 

nombre de World Reach Management, Corp., según le 
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había sido requerido, lo que hizo hasta el mes de 

febrero de 2007, llegando a pagar a nombre de World la 

cantidad de $28,000.00 por concepto de rentas. 

 El 1 de noviembre de 2006, ARPe envió una carta a los 

demandantes, requiriéndoles que produjeran, dentro de 

un plazo de sesenta días, el endoso del Municipio 

Autónomo de San juan y los mapas de actualizados de la 

Junta de Planificación en donde se pudiera visualizar 

la zonificación autorizada en Resolución núm. 2002-17-

0777 JPZ. (Permiso de Uso 129037). 

 A esa fecha del 1 de noviembre de 2006, las mejoras y 

las remodelaciones a los locales objeto del 

arrendamiento ya casi estaban terminadas; lo que quedó 

corroborado en el juicio por el testimonio de la 

gestora Rivera. 

 Rivera declaró que cercano a la fecha de la referida 

carta de ARPE del 1 de noviembre de 2006, había 

informado a los demandantes sobre el cuestionamiento 

de ARPe en torno a la zonificación C-1 que decía el 

permiso de uso C-1. 

 Borrero declaró que al confrontar a Rodríguez con la 

referida carta del 1 de noviembre de 2006 de ARPe 

sobre la información del permiso de uso y la 

zonificación que le había brindado la gestora Rivera, 

Rodríguez le indicó a Borrero que ARPe estaba 

equivocada, pues la propiedad tenía zonificación 

comercial, que iba a demandar a ARPe, que la gestora 

Rivera  no sabía hacer su trabajo y que él iba a 

conseguir a alguien que le gestionara sus permisos. 

 En ningún momento Rodríguez le informó a los 

demandantes que la zonificación de la propiedad en 

verdad era residencial R-1. 

 Así las cosas, y dado que ya se había hecho la 

inversión y se acercaba el periodo navideño, los 

demandantes decidieron comenzar a operar parcialmente 

el salón de belleza y la tienda, con los permisos 

temporeros que ARPe les había concedido.  En total, 

ARPe le concedió cinco permisos temporeros [...]. 

 Con los referidos permisos, los demandantes lograron 

operar parcialmente [...] pero el 22 de febrero de 

2007, se personaron en el local unos funcionarios de 

ARPe [...] y le emitieron un aviso de boleto de multa 

administrativa, advirtiéndoles que no podían operar 

sin permiso de uso de dicha agencia. 

 A partir de esa fecha, los demandantes no volvieron a 

operar los locales. 

 Borrero declaró en el juicio que como producto de 

tales gestiones entre el abogado [contratado por los 

demandantes] y Rodríguez, los demandados accedieron 

dejar en suspenso el pago de renta hasta tanto los 

demandados no resolvieran lo de la zonificación y los 

demandantes obtuvieran su permiso de uso permanente 

para operar. 

 El propio codemandado Rodríguez admitió en el juicio 

que el pagó a la gestora Roldán [gestora contratada 

por los demandados] por las gestiones de cambio de 

zonificación de la propiedad de R-1 a CO-1, ya que el 

asunto de la zonificación era uno que le competía al 

dueño y no al inquilino. 

 A pesar de que declaró que el asunto del permiso de 

uso le correspondía al inquilino gestionar su permiso 

de uso, Rodríguez admitió que fueron los demandados 
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quienes pagaron a la señora Roldán por los trámites 

del permiso de Toucher. 

 Borrero declaró que los demandantes no cumplieron con 

los requerimientos que les hizo ARPe en la carta del 1 

de noviembre de 2016, en torno a los mapas de 

zonificación y el endoso del Municipio de San Juan, no 

porque no quisieron, sino porque ambos requerimientos 

le competían al dueño de la propiedad [...]. 

 Con posterioridad a la presentación de la demanda, los 

demandados incoaron acción de desahucio contra los 

demandantes, reclamando la entrega de la propiedad y 

los cánones alegadamente adeudados. 

 La codemandante Borrero declaró que de haber conocido 

el 8 de julio de 2006 que la zonificación de la 

propiedad no era comercial sino residencial, los 

demandantes no habrían firmado el referido contrato de 

arrendamiento. 

 Los demandantes pagaron a los demandados por concepto 

de depósito y cánones de arrendamiento la suma de 

$31,500.00, desde el mes de julio de 2006 hasta el mes 

de febrero de 2007. 

 Entre las mejoras y remodelaciones que los demandantes 

realizaron [...] se encuentran la construcción de un 

baño adicional en la propiedad, la construcción de un 

cuarto adicional en la parte trasera de los locales, 

construcción de barra para el bistro, construcción de 

una escalera a la entrada de ambos locales, mejoras al 

sistema eléctrico, instalación de pisos nuevos, 

revestimiento y pintura de las paredes, colocación de 

puertas y ventanas nuevas, incluyendo un “rolling 

door” a la entrada de los locales, compra e 

instalación de dos acondicionadores de aire, entre 

otros. 

 Las mejoras y remodelaciones realizadas a los locales 

objeto del arrendamiento fueron estimadas por la CPA 

Carmen Vega, perito de los demandantes, en una suma 

aproximada de $142,167.00, a base de facturas y otros 

documentos que le entregaron los demandantes.  En 

compra de equipo e inventario indicó que se 

invirtieron alrededor de $229,310.00, para un total de 

inversión de $371,447.00. 

 Borrero admitió haber removido de los locales un 

inodoro del baño adicional que habían construido, un 

aire acondicionado, la puerta de cristal que daba 

acceso al local, pues tenía el logo del negocio y 

alrededor de diez bombillas de techo que habían 

instalado. [...] El resto de las mejoras y 

remodelaciones se quedaron en los locales, incluyendo 

una puerta corrediza de metal (“rolling door”) [...] y 

un lavamanos que había puesto en el baño adicional que 

habían construido.  El valor de estas partidas se 

estimó en el juicio en aproximadamente $18,000.00. 

 La parte demandante admitió que del inventario de ropa 

vendieron una pequeña parte en Navidad y otra parte en 

la venta de liquidación que llevo a cabo antes de 

entregar los locales.  Indicó que recuperó en total la 

suma aproximada de $10,000.00, pues la ropa restante 

se dañó por lo que se dispuso de ella, una parte se la 

llevaron en un escalamiento que hubo en la propiedad y 

el restante la tuvo que regalar antes de que se 

dañara. 

 En torno a la reconvención enmendada que presentó la 

codemandada World, declaró el codemandado Rodríguez 
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que recuperó la propiedad el 28 de abril de 2008 

[...]. 

 Los demandados no produjeron evidencia de que hubiesen 

presentado querella policiaca alguna en contra de los 

demandantes por los actos de vandalismo que alegaron 

en la reconvención. 

 No surge de la prueba desfilada en el presente caso 

que anterior a la presentación de la demanda de este 

caso, o de la presentación de la demanda de desahucio, 

los demandados le hubiesen reclamado a los demandantes 

que estaban dando por cancelado el contrato de 

arrendamiento por falta de pago de los cánones, o por 

alguna otra razón. 

 A tenor con sus determinaciones de hechos, el TPI 

concluyó que antes, durante y posterior al 

otorgamiento y firma del contrato, se le hicieron 

falsas representaciones a los aquí apelados en cuanto 

a la zonificación del área donde ubicaban los locales 

a ser alquilados.  Además, concluyó que la 

zonificación que tenían los locales no era adecuada 

para realizar los negocios que pretendían los 

apelados. El TPI determinó que las falsas 

representaciones hechas por los apelantes, 

entregándoles un permiso de uso que indicaba una 

zonificación incorrecta, así como ocultarles 

información sobre el intento fallido de cambiar la 

zonificación en el 2002, provocaron que los apelados 

prestaran su consentimiento bajo error.   

El TPI indicó, que según la prueba desfilada y 

que le mereció credibilidad, los apelados, de haber 

conocido la información que les fue ocultada, con toda 

probabilidad no hubieran firmado el contrato de 

arrendamiento en controversia, ni hubiesen invertido 

en mejoras y demás gastos relacionados para poder 

iniciar los negocios proyectados.  Asimismo, 

estableció que indujeron a los apelados a creer que 

ADM sería el arrendador, pues se le indicó que debían 
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entregar el depósito y primer mes de renta a nombre de 

dicha entidad. No obstante al momento de firmar el 

contrato resultó que WRM era quién fungiría como 

arrendador, aun cuando en ese momento no estaba 

debidamente registrada.  

Por lo tanto, concluyó que WRM no existía al 

momento de firmarse el contrato, lo cual catalogó como 

otra falsa representación. El TPI señaló que las 

actuaciones de los apelantes antes, durante y después 

de otorgarse el contrato fueron dolosas y no 

permitieron que los apelados tuvieran el goce y 

disfrute pleno de la propiedad alquilada. Así pues, 

determinó que tanto ADM, como WRM y Rodríguez 

cometieron actos u omisiones dolosas y culposas, por 

lo que responden solidariamente por las alegaciones de 

la demanda.  Ante ello, el TPI declaró ha lugar la 

demanda y no ha lugar la reconvención presentada por 

WRM, y ordenó a los apelantes a satisfacer las 

siguientes cantidades: 

 Por depósito y cánones de arrendamiento la cantidad de 

$31,500.00. 

 Por mejoras y remodelaciones a la propiedad, la 

cantidad ajustada de $100,000.00. 

 Por la compra de inventario y equipo, la cantidad 

ajustada de $100,000.00. 

 Por los daños y perjuicios a dichos demandantes-

apelados la cantidad global de $100,000.00. 

Para un total de $331,500.00, más el 4.25% de interés 

legal sobre la cuantía. 

II. 

Inconforme, la parte apelante acudió ante 

nosotros mediante recurso de apelación, en el cual 

señaló los siguientes errores: 

Primer señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al dictar 

Sentencia declarando CON LUGAR la Demanda. 
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Segundo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al concluir que 

la apelante Word Reach Management le hizo 

representaciones falsas a los apelados 

respecto al posible uso de la propiedad objeto 

de arrendamiento. 

Tercer señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al aquilatar la 

prueba testifical respecto al posible uso de 

la propiedad objeto del arrendamiento.  La 

apelante sostiene que este error fue 

deliberadamente cometido por el Tribunal para 

intentar excluir la posibilidad de una 

revocación en apelación o la Sentencia es 

producto de un proyecto firmado a ciegas. 

Cuarto señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al inferir 

conducta de (sic) dolosa de la apelante por la 

posesión y la entrega a los apelados de un 

documento público, cuya corrección se presume, 

y en contra del cual no se presentó prueba 

para rebatirlo. 

Quinto señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al concluir que 

la apelante World Reach Management no existía 

a la fecha del otorgamiento del contrato de 

arrendamiento. 

Sexto señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al concluir que 

la corrección del nombre corporativo de la 

apelante no se retrotrae a la fecha de la 

incorporación y al permitirle a los apelados 

cuestionar la existencia de la corporación con 

la cual hicieron negocio. 

Séptimo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al declarar NO 

HA LUGAR la reconvención de la apelante y 

ordenar la devolución de las rentas pagadas, 

conformando así un enriquecimiento injusto en 

favor de los apelados. 

Octavo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al concluir que 

la codemandada Asset Development & Management, 

Corp. tiene responsabilidad alguna frente a 

los apelados. 

Noveno señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al concluir que 

el codemandado Wilfredo Rodríguez Neris 

compareció en su capacidad personal en las 

negociaciones con los apelados. 

Décimo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al negarse a 

concluir que la razón por la cual a los 

apelados se le denegó el permiso de uso 

solicitado fue por falta de trámite. 

Undécimo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al adjudicar 

que las actuaciones de la apelante impidieron 

que los apelados utilizaran el local alquilado 
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cuando el permiso de uso solicitado en ARPE no 

fue denegado. 

Duodécimo señalamiento de error: Cometió grave 

error el Tribunal de Instancia al adjudicarle 

a los apelados una partida de $100,000.00 por 

mejoras y remodelaciones a la propiedad que 

los apelados admitieron se llevaron al 

abandonar el local alquilado  y al negarse a 

presumirle adverso a los apelados los 

documentos anunciados en evidencia y 

posteriormente no utilizados. 

Décimo tercer señalamiento de error: Cometió 

grave error el Tribunal de Instancia al 

adjudicarle a los apelados una partida de 

$100,000.00 por concepto de inventario y 

equipo, cuando los mismos apelados admitieron 

que se llevaron los equipos y el inventario al 

abandonar el local alquilado. 

Décimo cuarto señalamiento de error: Cometió 

grave error el Tribunal de Instancia al 

adjudicarle una partida de daños y perjuicios 

de $100,000.00 en favor de los apelados. 

Décimo quinto señalamiento de error: Cometió 

grave error el Tribunal de Instancia al dictar 

Sentencia en favor de los apelados producto de 

un proyecto de Sentencia firmado a ciegas, 

siendo incorrectamente aquilatada la prueba 

testifical de los apelados. 

 

III. 

A. El dolo 

En nuestro ordenamiento jurídico las obligaciones 

nacen “de la ley, de los contratos y cuasicontratos, y 

de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga 

cualquier género de culpa o negligencia.” Art. 1042, 

31 L.P.R.A. sec. 2992. Asimismo, es norma ampliamente 

conocida que las personas pueden obligarse mediante 

cualquier tipo de contrato, siempre que se consienta 

de manera voluntaria, exista un objeto cierto y medie 

una causa legal. Art. 1213, 31 L.P.R.A. sec. 3391. Es 

además, condición esencial  que lo pactado no sea 

contrario a la ley, a la moral, ni al orden público. 

Art. 1207, 31 L.P.R.A. sec. 3372; véase, también, 

Vélez v. Izquierdo, 162 D.P.R. 88, 98 (2004).  La 

existencia o no de estos elementos se determina al 



 

 

 

KLAN201400909 

 

 

16 

momento en que se perfecciona el contrato.  De manera 

que, una vez establecidas las cláusulas y condiciones 

del acuerdo, se entenderá perfeccionado el contrato 

por el consentimiento entre las partes y desde ese 

momento cada una de ellas vendrá obligada no sólo a 

cumplir con lo expresamente pactado, sino también con 

las consecuencias que, según su naturaleza, sean 

conformes a la buena fe, al uso y a la ley.  Art. 1210 

del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3375; Jarra Corp. 

v. Axxis Corp., 155 D.P.R. 764, 772 (2001).  Esa 

obligación de cumplir con lo pactado se fundamenta en 

el principio de la buena fe, el cual exige no 

defraudar la confianza que otro ha puesto en una 

promesa o conducta.  Unisys v. Ramallo Brothers, 128 

D.P.R. 842 (1991). 

Como señalamos, un vínculo contractual surge 

cuando las partes expresan su voluntad, su 

consentimiento, para obligarse.  Art. 1214 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A sec. 3401, Trinidad v. Chade, 153 

D.P.R. 280, 293 (2001). No obstante, el consentimiento 

de los contratantes prestado por error, violencia, 

intimidación o dolo acarreará la nulidad del 

contrato.  31 L.P.R.A. sec. 3404.  El Art. 1221 del 

Código Civil define el dolo como el empleo de palabras 

o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los 

contratantes para inducir a la otra parte a celebrar 

un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho.  31 

L.P.R.A. sec. 3408, (Énfasis nuestro.)  En el concepto 

“maquinaciones insidiosas” se encuentra contemplado el 

engaño, fraude, la falsa representación, la influencia 
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indebida y el realizar un acto injusto.  Márquez v. 

Torres Campos, 111 D.P.R. 854 (1982); Cruz v. A.F.F., 

76 D.P.R. 312 (1954).  El tratadista Puig Brutau, ha 

expresado que “en sentido amplio, la palabra dolo es 

sinónimo de mala fe, pero, en sentido estricto, 

significa la maquinación o artificio de que se sirve 

uno de los contratantes para engañar al otro”.  J. 

Puig Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, 3ra. ed., 

Barcelona, Ed. Bosch, 1988, T. II, Vol. I, pág. 

92.  Se trata de un error provocado voluntaria y 

conscientemente por el otro contratante.  Íd. 

El Tribunal Supremo ha descrito el dolo como todo 

un complejo de malas artes, contrario a la honestidad 

e idóneo para sorprender la buena fe ajena, 

generalmente para beneficio propio, en que viene a 

resumirse el estado de ánimo de aquél que no sólo ha 

querido el acto, sino que además ha previsto y querido 

las consecuencias antijurídicas de él provenientes. 

Colón v. Promo Motors Imports, Inc., 144 D.P.R. 659 

(1997); S.L.G. Ortiz-Alvarado v. Great American, 182 

D.P.R. 48 (2011).  En este sentido, ha resuelto que 

callar sobre una circunstancia importante sobre el 

objeto del contrato constituye dolo. García Reyes v. 

Cruz Auto Corp., 173 D.P.R.870 (2008); Bosques v. 

Echeverría, 162 D.P.R. 830 (2004).  El vicio al que se 

hace referencia, se puede presentar tanto en la 

contratación como en el curso de la consumación del 

contrato. Colón v. Promo Motors Imports, Inc., supra.  

Esta modalidad, también se conoce como dolo negativo, 

esto se refiere al engaño en la omisión de información 
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o circunstancias que, de haber sido conocidas por la 

persona engañada no lo hubieran llevado a contratar. 

L. Díez-Picazo y A. Gullón, Sistema de Derecho Civil, 

Vol. II, Editorial Tecnos, Madrid, 1995, a la pág. 61-

62. 

De manera que, puede incurrirse en dolo negativo 

cuando exista el deber de informar sobre aspectos 

medulares de la transacción que llevarían a 

cualquiera  de las partes a contratar. “El silencio 

puede, en ocasiones, ser tan elocuente como una 

mentira. La reticencia, en efecto, traduce a veces una 

habilidad más grande, por lo que constituye un dolo de 

la misma entidad que las palabras o las maquinaciones 

insidiosas en sentido estricto.” J. Llobet I Aguado, 

El deber de información en la formación de los 

contratos, Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y 

Sociales, S.A., Madrid, 1996, a la pág. 143; véase, 

adicionalmente, S.L.G. Ortiz-Alvarado v. Great 

American, supra, págs. 64-64; García Reyes v. Cruz 

Auto Corp., supra.  Por otra parte, el dolo positivo 

es el engaño al obrar o en la palabra exteriorizada.  

El Art. 1221 del Código Civil, supra, trata sólo sobre 

el dolo en su aspecto positivo cuando hace referencia 

a la siguiente frase: “[...] con palabras o 

maquinaciones insidiosas”. 

Ahora bien, no todo tipo de dolo produce la 

nulidad del contrato. Bosques v. Echevarría, supra, 

pág. 836. El Art. 1222 del Código Civil dispone que 

"[p]ara que el dolo produzca la nulidad de los 

contratos, deberá ser grave y no haber sido empleado 
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por las dos partes contratantes." 31 L.P.R.A. sec. 

3409. Es aquel que se conoce como dolo causante. Este 

tipo de dolo es precisamente el que causa, motiva, 

sirve de ocasión y lleva a celebrar el contrato, de 

modo que sin él, no se hubiera otorgado el acuerdo.
 
 

Colón v. Promo Motor Imports, Inc., supra, pág. 667; 

Rivera v. Sucn. Díaz Luzunaris, 70 D.P.R. 181, 185-186 

(1949). En tales casos, una vez se declare la nulidad 

del contrato, los contratantes quedan sujetos a la 

restauración del estado primitivo anterior de las 

cosas mediante la restitución de las prestaciones 

objeto del contrato. Bosques v. Echevarría, supra, 

pág. 836; Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 

D.P.R. 172, 183 (1985). La declaración de nulidad les 

impone la obligación de restituirse recíprocamente las 

cosas que hubiesen sido materia del contrato, sus 

frutos, y el precio con los intereses. Art. 1255 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3514.   

De igual forma, el Código Civil también reconoce 

otro tipo de dolo, que se denomina como dolo 

incidental. Este tipo de dolo no tiene una influencia 

decisiva en la esencia de la obligación y solamente 

facilita la celebración del contrato. Colón v. Promo 

Motor Imports, Inc., supra, pág. 667. En tales casos 

no se produce la nulidad sino que "sólo obliga al que 

lo empleó, a indemnizar daños y perjuicios". Art. 1222 

del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3409.  El contrato 

se mantiene con las obligaciones estipuladas, “pero el 

perjudicado podrá repetir contra el causante, en una 

acción de daños y perjuicios, para la reparación de la 
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pérdida sufrida y de la ganancia dejada de percibir.” 

Colón v. Promo Motor Imports, Inc., supra, pág. 668; 

Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 D.P.R. 216 (2007). 

Cuando surge la situación de un vicio de 

consentimiento, la parte afectada cuenta con un 

período de cuatro (4) años para presentar una acción 

de nulidad de contrato. Si el vicio de consentimiento 

se trata de dolo o de error, estos cuatro años se 

cuentan a partir de la consumación del contrato. Art. 

1253 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3512; Colón v. 

Promo Motor Imports, supra,  Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, supra.  Por otro lado, el dolo, ya sea grave o 

incidental, nunca se presume.  El peso de la prueba le 

corresponde a la parte que lo alega, quien deberá 

presentar prueba suficiente que satisfaga al 

juzgador.  Colón v. Promo Motors Imports, Inc., supra; 

Miranda Soto v. Mena Eró, 109 DPR 473 (1980).  Para 

probar dolo se debe demostrar “la falta intencional o 

mala fe de la persona a quien se le imputa, ya que la 

buena fe se presume.” Canales v. Pan American, 112 DPR 

329, 339 (1982).  De igual forma, para determinar si 

existe el tipo de dolo que anula el consentimiento, es 

necesario considerar, entre otros, la preparación 

académica del perjudicado, así como su condición 

social y económica, y las relaciones y el tipo de 

negocios en que se ocupa. García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., supra; Citibank v. Dependable Ins. Co., Inc., 

121 DPR 503, 519 (1988). Los elementos necesarios para 

probar el dolo no exigen la presentación de prueba 

directa, sino que puede establecerse mediante 
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inferencia o por evidencia circunstancial.  García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., supra; Colón v. Promo Motors 

Imports, Inc., supra.   

B. El contrato de arrendamiento y sus consecuencias 

Como parte de las facultades contempladas en el 

derecho de propiedad, nuestro Código Civil establece 

que el disfrute propio sobre una cosa puede ser cedido 

de forma temporal mediante un contrato de 

arrendamiento, el cual es parte de los contratos 

especiales regulados por dicho cuerpo normativo.  Por 

medio de un contrato de arrendamiento, el dueño se 

desprende voluntariamente de parte del derecho de 

propiedad que posee por determinado tiempo, a cambio 

de un precio cierto. Garage Coop. v. Arco Caribbean, 

Inc., 111 D.P.R. 52, 54 (1981).  En un contrato de 

arrendamiento ambas partes, el arrendador y el 

arrendatario, se obligan recíprocamente. Véase, Arts. 

1444 y 1445 del Código Civil, 31 L.P.R.A. secs. 4051 y 

4052. 

El Art. 1432 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 

4011, dispone que el arrendamiento puede ser de cosas, 

obras o de servicios. Rossy v. Del Valle, 34 D.P.R. 

726 (1925).  En el arrendamiento de cosas, una de las 

partes (arrendador), está obligada a dar a la otra 

(arrendatario), el goce o uso de una cosa por tiempo 

determinado y precio cierto. Art. 1433 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A. sec. 4012. El arrendamiento de 

cosas se ha definido como un acto de administración, 

cuyos elementos reales constan de: (1) el objeto 

cierto cuya posesión se cede; y (2) el precio cierto o 
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la renta que el arrendador o dueño de la cosa recibe a 

cambio. Véase, J.R. Vélez Torres, Curso de Derecho 

Civil: Derecho de Contratos, 1ra ed. 3ra reimp., San 

Juan, Universidad Interamericana de Puerto Rico, 

Facultad de Derecho, T.IV, Vol. II, 2007, pág. 269. 

En el caso del arrendador, éste viene obligado, 

entre otras cosas, a (1) entregar al arrendatario la 

cosa objeto del contrato; (2) hacer en ella durante el 

arrendamiento todas las reparaciones necesarias a fin 

de conservarlas en estado de servir para el uso a que 

ha sido destinada; (3) mantener al arrendatario en el 

goce pacífico del arrendamiento por todo el tiempo del 

contrato; y (4) suscribir y entregar al arrendatario 

un recibo por cada pago hecho por éste. Art. 1444 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 4051.  En torno a la 

obligación del arrendador de entregar la cosa objeto 

del contrato de arrendamiento, en Cole v. Escambrón 

Development Co., 73 D.P.R. 520 (1952) el Tribunal 

Supremo, citando a Scaevola, dispuso lo siguiente:  

Conforme al artículo 1444 del Código Civil [...] el 

arrendador está obligado “a entregar al 

arrendatario la cosa objeto del contrato.” Esta 

obligación, según Scaevola, exige del arrendador 

que entregue la cosa arrendada “en tal situación 

que permita al arrendatario hacer de ella el 

disfrute que se proponía.” Scaevola, Código Civil, 

Parte Primera, pág. 513. (Énfasis nuestro.) 

  

Asimismo, en Goneaga v. West Indies Trading 

Corp., 88 D.P.R. 865, 889 (1963), nuestro más alto 

foro, citando a Castán sostuvo lo siguiente:  

Entre las obligaciones de ley que la relación 

arrendaticia produce en el arrendador está la de 

mantener al arrendatario en el goce pacífico del 

arrendamiento por todo el tiempo del contrato. Art. 

1444, Inciso 3, Código Civil, equivalente al 1554 

del Español. En virtud de esta obligación, que la 

doctrina llama de garantía, “el arrendador ha de 

responder de los hechos propios o ajenos, que 
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perturben al arrendatario en el pacífico disfrute 

de la cosa arrendada y de los vicios de ella que le 

impidan o dificulten ese goce.” Castán, Derecho 

Civil Español, 8va. Ed., 259. (Énfasis nuestro.)  

  

De manera que, si el objeto del contrato no está 

en condiciones óptimas para lo que se había arrendado 

se incumple la obligación contractual principal, que 

es la esencia misma del contrato. Ocasio Juarbe v. 

Eastern Airlines, Inc., 125 D.P.R. 410 (1990). Es 

decir, el inciso (1) del Art. 1444 del Código Civil 

establece una garantía en la cual el arrendador va a 

responder de los vicios de la cosa arrendada que 

impidan o dificulten su disfrute por el arrendatario. 

Goenaga v. West Indies Trading Corp., supra, pág. 899. 

Por otro lado, el Art. 1445 del Código Civil, 31 

L.P.R.A. sec. 4052, dispone que todo arrendatario 

tendrá que cumplir con las siguientes obligaciones 

principales: (1) pagar el precio del arrendamiento en 

los términos convenidos; (2) usar la cosa arrendada 

como un diligente padre de familia, destinándola al 

uso pactado, y en defecto de pacto, según la 

naturaleza de la cosa arrendada; (3) pagar los gastos 

que ocasione la escritura del contrato. Además, el 

arrendatario al concluir el arrendamiento, deberá 

devolver la cosa tal como la recibió, a menos que 

hubiese perecido o se hubiera menoscabado por el 

tiempo o por causa inevitable. Art. 1451 del Código 

Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 4058. Si el 

arrendatario incumple con sus obligaciones, el 

arrendador podrá pedir la rescisión del contrato y la 

indemnización de daños y perjuicios, o sólo esto 
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último y dejar el contrato subsistente. Art. 1446 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 4053.  

Como parte de las obligaciones que surgen de un 

contrato de arrendamiento, se encuentran las 

reparaciones necesarias a fin de conservar la cosa 

arrendada en estado de servir para el uso a que ha 

sido destinada corresponden al arrendador.  Art.1444 

del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 4051.  En cuanto a 

las mejoras realizadas por el arrendatario, el 

Artículo 1463 del Código Civil, supra, sec. 4070 

establece que “[e]l arrendatario tendrá, respecto de 

las mejoras útiles y voluntarias, el mismo derecho que 

se concede al usufructuario.” Respecto a ello, el 

Artículo 416 del Código Civil, supra, sec. 1527 

dispone que “[e]l usufructuario podrá hacer en los 

bienes objeto del usufructo las mejoras útiles o de 

recreo que tuviere por conveniente, con tal que no 

altere su forma y sustancia, pero no tendrá por ello 

derecho a indemnización. Podrá, no obstante, retirar 

dichas mejoras, si fuere posible hacerlo sin 

detrimento de los bienes.”  De lo anterior se 

desprende que, como norma general, el arrendatario 

pierde las mejoras útiles y voluntarias, sin derecho a 

indemnización, si no logra retirarlas sin detrimento 

de los bienes.     

De otra parte, el Artículo 298 del Código Civil, 

31 L.P.R.A. sec. 1165, dispone, en lo pertinente, que 

“[e]ll que edifica, planta o siembra de mala fe en 

terreno ajeno, pierde lo edificado, plantado o 

sembrado sin derecho a indemnización.”  Así pues, al 
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arrendatario se le trata como un edificante de mala 

fe, debido a que este lleva a cabo las mejoras 

sabiendo que las hace en terreno ajeno. Artículo 298 

del Código Civil, supra.  Ahora bien, a pesar de esta 

norma, las partes pueden pactar lo contrario y el 

arrendador puede permitirle al arrendatario hacer 

mejoras en el objeto arrendado.  Es decir, se puede 

dar la situación donde las partes en el contrato 

establezcan que el arrendatario podrá hacer mejoras y 

nada se diga sobre lo que ocurrirá con dichas mejoras 

al vencer el arrendamiento.  En ese sentido el Art. 

297 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 1164, establece 

en lo pertinente que:   

El dueño del terreno en que se edificare de buena 

fe, tendrá derecho a hacer suya la obra, previo el 

pago al dueño de la obra del costo de los 

materiales y la mano de obra, o del costo de 

reproducción de la misma al momento en que el dueño 

del terreno ejercitare su derecho, deduciendo la 

depreciación, lo que resultare mayor, o a obligar 

al que fabricó a pagar el precio del terreno.   

 

Es por ello, que a manera de excepción nuestro 

más alto foro dispuso que, cuando un arrendatario 

tiene permiso para construir, tal construcción no se 

puede considerar como una mejora útil o de 

recreo.  Marín v. Montijo, 109 D.P.R. 268 (1979); 

Berrocal v. Tribunal de Distrito, 76 D.P.R. 38 

(1954).  De manera que, se ha interpretado que la 

construcción de una casa, en solar ajeno, de buena fe 

y con el consentimiento del dueño del solar, bien sea 

por arrendamiento o por mera tolerancia, no puede 

considerarse como la mejora útil o de recreo a que se 

refiere el Art. 416 del Código Civil, supra, y por el 

contrario, debe regularse por lo prescrito en el Art. 
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297 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 1164. Toro v. 

Mojica, 76 D.P.R. 630 (1956); Berrocal v. Tribunal de 

Distrito, supra.  Así, ha señalado que cuando una 

persona haya edificado en suelo ajeno con el 

consentimiento del dueño del suelo, por ser aquélla un 

edificador de buena fe, tanto el dueño del terreno 

como el edificador tienen los derechos que les concede 

los Artículos 297 y 382 del Código Civil, supra. Colón 

v. Club Rotario, 64 D.P.R. 578 (1945). 

Por lo tanto, sólo las edificaciones en suelo 

ajeno, de buena fe, ceden por derecho de accesión a 

favor del dueño del terreno, y siempre que éste 

previamente pague a los edificantes el importe de los 

materiales y el costo de la mano de obra o les exija 

la adquisición del solar donde ubica la construcción. 

Véase, Art. 297 del Código Civil, supra; Palermo v. 

Corte, 58 D.P.R. 189, 196 (1941); Castro Anguita v. 

Figueroa, 103 D.P.R. 847, 850 (1975).  Es decir, si se 

produce la accesión, la medida de indemnización será 

“el costo de los materiales y la mano de obra, o del 

costo de reproducción de la edificación u obra de que 

se trate al momento en que el dueño del terreno 

ejercitare su derecho, deduciendo la depreciación, lo 

que resultare mayor”. Esta fórmula ha sido 

interpretada por nuestro Tribunal Supremo en el 

sentido de que el dueño del terreno debe indemnizar a 

base del valor en el mercado de la estructura objeto 

de accesión, calculado al momento de ejercitarse el 

derecho. Véase, Freyre Mestre v. Otero Jiménez, 93 

D.P.R. 728, 730 (1966).  Sin embargo, mientras el 
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dueño del inmueble sobre el cual se edificó no realice 

el pago de la referida indemnización, el edificante de 

buena fe sigue ostentando el dominio de lo edificado, 

porque pueden coexistir el dominio de la edificación y 

el dominio del suelo sobre una misma realidad física y 

espacial.  C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318, 323 

(1971); E.L.A. v. Tribunal Superior, 94 D.P.R. 157, 

161-162 (1967); Berrocal v. Tribl. de Distrito, supra, 

págs. 56-57.  

C. Cambios al certificado de incorporación de una 

compañía y sus efectos 

En primer lugar, queremos destacar que al momento 

de los hechos estaba aún vigente la Ley Núm.144-1995, 

conocida como Ley de Corporaciones de 1995. Por lo 

tanto, atenderemos los asuntos de materia corporativa 

que han sido planteados a tenor con las disposiciones 

de la referida ley. 

Los Art. 8.02 de la Ley Núm. 144-1995, 14 

L.P.R.A. sec. 2951, establecían los parámetros para 

enmendar un certificado de incorporación, de una 

empresa como WRM.  El referido artículo establecía lo 

siguiente: 

Artículo 8.02 - Enmiendas al certificado de 

incorporación después de recibirse pagos por sus 

acciones o en el caso de una corporación sin 

acciones de capital  

A. Después que una corporación haya recibido pago 

por cualquiera de sus acciones de capital, podrá 

enmendar en cualquier momento y de tiempo en tiempo 

y en cuanto asunto o asuntos respecte y desee, su 

certificado de incorporación, siempre y cuando 

dicho certificado de incorporación según enmendado 

contenga solamente disposiciones que serían lícitas 

incluir en un certificado de incorporación original 

otorgado en la fecha de adopción de tal enmienda. 

En caso de efectuar un cambio en las acciones de 

capital o en los derechos de los accionistas, o en 

caso de que una permuta, reclasificación o 

cancelación de las acciones o de los derechos de 

los accionistas vaya a efectuarse, deberá incluirse 

en el certificado enmendando las disposiciones que 
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sean necesarias para efectuar tal cambio, permuta, 

reclasificación o cancelación. Específicamente, y 

sin limitar dicha facultad general para enmendar, 

una corporación podrá enmendar su certificado de 

incorporación, de tiempo en tiempo para:  

1. cambiar su nombre corporativo; o  

. . . . . . . . 

6. cambiar su término de vigencia.  Cualesquiera 

o todos estos cambios o alteraciones podrán 

efectuarse en un solo certificado de enmienda.  

B. Toda enmienda autorizada por el inciso (A) de 

este artículo se hará del modo siguiente:  

1. Si la corporación tiene acciones de capital, 

su junta de directores deberá aprobar una 

resolución en la cual conste la enmienda 

propuesta, se exponga la conveniencia de ésta y 

se convoque a una reunión a los accionistas con 

derecho a votar sobre el asunto con el fin de 

considerar tal enmienda [...] Si han votado a 

favor de la enmienda propuesta la mayoría de las 

acciones de capital en circulación con derecho 

al voto sobre el asunto y la mayoría de las 

acciones en circulación de cada clase con 

derecho al voto como clase sobre el asunto, se 

expedirá un certificado en el que se consignará 

la enmienda y se certificará que ésta ha sido 

debidamente aprobada con arreglo a lo dispuesto 

en este artículo. El certificado será otorgado, 

autenticado, radicado y registrado conforme al 

Artículo 1.03 de esta Ley. 

2. […] 

3. Si la corporación no tiene acciones de 

capital, su organismo directivo deberá entonces 

aprobar una resolución en la cual se consigne la 

enmienda propuesta y se declare su conveniencia. 

Si en reunión posterior, celebrada mediante 

convocatoria que consigne el propósito de la 

misma, en fecha que no sea anterior a los quince 

(15) días ni posterior a los sesenta (60) días 

siguientes a la reunión en que se aprobare tal 

resolución, una mayoría de todos los miembros 

del organismo directivo votaren a favor de tal 

enmienda, se otorgará, autenticará y radicará un 

certificado al respecto, conforme al Artículo 

1.03 de esta Ley. [...] En caso de aprobarse, la 

enmienda se otorgará, autenticará y radicará 

conforme al Artículo 1.03 de esta Ley. 

4. [...].  

 

Por su parte, el Art. 1.03 de la Ley Núm. 144-

1995, 14 L.P.R.A. sec.2603, disponía lo siguiente: 

Artículo 1.03 - Otorgamiento, certificación, 

radicación y registro del certificado de 

incorporación; fecha de vigencia del certificado de 

incorporación original; excepciones.  

A. Siempre que se requiera la radicación de un 

documento en el Departamento de Estado conforme a 

este Artículo o cualquier otra disposición de esta 

Ley, se hará como sigue:  

1. El certificado de incorporación y cualquier 

otro documento que haya de radicarse antes de la 

elección inicial de la junta de directores, si 

los directores iniciales no se designaron en el 
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certificado de incorporación, deberá estar 

jurado y suscrito por el incorporador o los 

incorporadores.  

2. Todos los demás documentos serán firmados:  

a. Por cualquier oficial autorizado de la 

corporación; o  

b. si en el documento no consta que hay tales 

oficiales, entonces por una mayoría de los 

directores o de aquellos directores que 

designe la junta; o  

c. si en el documento no consta que hay tales 

oficiales ni directores, entonces por los 

tenedores inscritos de una mayoría de todas 

las acciones en circulación con derecho al 

voto, o por aquellos que fueren designados por 

los tenedores inscritos; o  

d. por los tenedores inscritos de todas las 

acciones en circulación con derecho al voto.  

B. […]. 

C. Siempre que haya de radicarse un documento en el 

Departamento de Estado según se dispone en este 

Artículo o Ley, tal requisito significa que:  

1. Se radicará en la oficina del Departamento de 

Estado el documento original suscrito o copia 

certificada, si se tratare de escrituras o actas 

otorgadas ante notario público;  

2. Se pagarán al Departamento de Estado todos 

los derechos que la ley le autoriza imponer en 

relación con la radicación del documento;  

3. Una vez radicado el documento y pagados los 

derechos requeridos, el Departamento de Estado 

certificará, estampando sobre el original la 

palabra "Radicado" y la fecha y la hora de la 

radicación del documento en sus oficinas. Esta 

constancia constituye "la fecha de radicación" 

del documento y es concluyente en cuanto a la 

fecha y la hora de la radicación, excepto en 

caso de fraude. El Secretario de Estado 

inscribirá y archivará el documento.  

D. Cualquier documento radicado según las 

disposiciones del inciso (C) de este Artículo 

tendrá vigencia en la fecha de su radicación. Sin 

embargo, cualquier documento podrá disponer que no 

ha de tener vigencia hasta una fecha específica 

posterior a la fecha de radicación, pero dicha 

fecha no podrá exceder noventa (90) días a partir 

de la fecha de radicación.  

E. […].  

F. Siempre que un documento radicado en el 

Departamento de Estado a tenor con las 

disposiciones de esta Ley sea un informe inexacto 

de la acción corporativa correspondiente o fuese 

otorgado, sellado o certificado errónea o 

defectuosamente, el documento podrá corregirse 

mediante la radicación en el Departamento de Estado 

de un certificado de corrección que se otorgará, 

certificará, radicará e inscribirá según las 

disposiciones de este artículo. El certificado de 

corrección deberá especificar las inexactitudes o 

defectos que se habrán de corregir y consignará esa 

parte del documento en su forma correcta. El 

documento corregido tendrá vigencia a partir de la 

fecha de radicación del documento original, excepto 

para las personas afectadas de forma sustancial y 

adversa por la corrección para las cuales el 
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documento corregido regirá a partir de la fecha de 

radicación de éste. (Énfasis nuestro.) 

 

En cuanto al momento en que se consideraba 

establecida una corporación, el Art. 1.06 de la Ley 

Núm. 144-1995, 14 L.P.R.A. sec.2606, establecía lo 

siguiente: 

Artículo 1.06 - Comienzo de la personalidad 

jurídica y responsabilidad por transacciones 

efectuadas con anterioridad a la incorporación  

(a) Otorgado y radicado el certificado de 

incorporación según lo dispuesto en el inciso (D) 

del Artículo 1.03 de esta Ley y pagados los 

derechos requeridos por ley, la persona o las 

personas que de tal modo se asociaren, sus 

sucesores y sus cesionarios constituirán, a partir 

de la fecha de dicha radicación, o desde una fecha 

posterior que no exceda de noventa (90) días, una 

entidad corporativa con el nombre que aparezca en 

el certificado, sujeta a disolución según se 

dispone en esta Ley.  

(b) La emisión del certificado de incorporación por 

el Secretario de Estado, constituirá prueba 

concluyente de que todas las condiciones requeridas 

por esta Ley para la incorporación han sido 

satisfechas, excepto en procedimientos iniciados 

por el Estado Libre Asociado para cancelar o 

revocar el certificado de incorporación o para 

disolver la corporación. 

(c) Todas las personas que actúen como corporación 

sin autoridad para ello, y teniendo conocimiento de 

dicha situación, serán responsables solidariamente 

de todas las deudas y obligaciones incurridas o 

asumidas como resultado de esta actuación. Aquellos 

que no tuvieren conocimiento y que hayan actuado de 

buena fe no serán responsables de las deudas y 

obligaciones incurridas o asumidas como resultado 

de dicha actuación. (Énfasis nuesro.) 

 

 

D. La apreciación de la prueba y la revisión judicial 

Conforme a nuestro ordenamiento jurídico, la 

discreción judicial permea la evaluación de la 

evidencia presentada en los casos y 

controversias.  Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 

176 D.P.R. 951, 974 (2009).  Por ello las decisiones 

del foro de instancia están revestidas de una 

presunción de corrección. Vargas Cobián v. González 

Rodríguez, 149 D.P.R. 859, 866 (1999).  Como regla 
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general, un tribunal apelativo no debe intervenir con 

las determinaciones de hechos ni con la adjudicación 

de credibilidad que haya efectuado el juzgador de los 

hechos, ni tiene facultad de sustituir por sus propias 

apreciaciones, las determinaciones del foro de 

instancia.  Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 D.P.R. 

717 (2007); Rolón v. Charlie Car Rental, 148 D.P.R. 

420, 433 (1999). En lo pertinente, las Reglas de 

Procedimiento Civil, disponen lo siguiente:      

[...] Las determinaciones de hechos basadas en 

testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos 

que sean claramente erróneas, y se dará la debida 

consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador para juzgar la credibilidad de las 

personas testigos. Regla 42.2 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2.   

  

El fundamento de esta deferencia hacia el 

Tribunal de Primera Instancia radica en que el juez 

inferior tuvo la oportunidad de observar toda la 

prueba presentada y, por lo tanto, se encuentra en 

mejor posición que el Tribunal de Apelaciones para 

considerarla.  Sepúlveda v. Departamento de Salud, 145 

D.P.R. 560, 573 (1998).  Por tal razón se ha reiterado 

la norma fundamental de nuestro ordenamiento jurídico 

de que los tribunales apelativos, en ausencia de 

error, pasión, prejuicio o parcialidad, no deben 

intervenir con las determinaciones de hecho, la 

apreciación de la prueba y las adjudicaciones de 

credibilidad realizadas por los tribunales de 

instancia.  Argüello v. Argüello, 155 D.P.R. 62, 78-79 

(2001).  Esta norma fue reiterada en Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 D.P.R. 750, 771 (2013), donde el 

Tribunal Supremo expresó lo siguiente:        
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Una de las normas más conocidas en nuestro 

ordenamiento jurídico es que los tribunales 

apelativos no intervendremos con la apreciación de 

la prueba, la adjudicación de credibilidad y las 

determinaciones de hechos que realizan los 

tribunales de instancia, a menos que se demuestre 

que el juzgador actuó movido por pasión, prejuicio 

o parcialidad o que incurrió en error manifiesto.   

  

En torno a la prueba testifical específicamente, 

el juzgador es quien de ordinario está en mejor 

posición para aquilatarla, ya que fue quien vio y oyó 

a los testigos.  En definitiva, es quien puede 

apreciar su demeanor; es decir, gestos, titubeos, 

contradicciones, dudas, vacilaciones y, por 

consiguiente, ir formando en su conciencia la 

convicción en cuanto a si dicen o no la 

verdad.  Argüello v. Argüello, supra, pág. 78; Colón 

v. Lotería, 167 D.P.R. 625, 659 (2006); Suárez Cáceres 

v. C.E.E., 176 D.P.R. 31, 67-68 (2009).  Así, las 

determinaciones del tribunal de origen no deben ser 

descartadas arbitrariamente ni sustituidas por el 

criterio del tribunal apelativo a menos que éstas 

carezcan de una base suficiente en la prueba 

presentada.  Pueblo v. Maisonave, 129 D.P.R. 49, 62 

(1991). Conforme a tal normativa se impone un respeto 

a la apreciación de la prueba que hace el Tribunal de 

Primera Instancia ya que los foros apelativos solo 

contamos con récords “mudos e inexpresivos”.  Trinidad 

v. Chade, 153 D.P.R. 280, 291 (2001); Pérez Cruz v. 

Hospital La Concepción, 115 D.P.R. 721, 728 

(1984).  Por lo cual la intervención del foro 

apelativo con esa prueba tiene que estar basada en un 

análisis independiente de la prueba desfilada y no a 

base de los hechos que exponen las partes.  Hernández 
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Barreras v. San Lorenzo Construction Corp., 153 D.P.R. 

405, 425 (2001).  Adicional a ello el Tribunal Supremo 

ha reconocido reiteradamente que “cuando existe 

conflicto entre las pruebas, corresponde precisamente 

al juzgador de los hechos dirimirlo”.  Flores v. Soc. 

de Gananciales, 146 D.P.R. 45, 50 (1998).    

IV. 

 En este caso, la parte apelante formuló quince 

(15) señalamientos de error, los cuales luego de 

analizarlos a la luz de los hechos y el derecho 

aplicable al caso, estos van dirigidos a cuatro 

asuntos en particular. En primer lugar, si las 

acciones u omisiones de los apelantes configuraban 

dolo y las consecuencias de ello.  En segundo lugar, 

si la coapelante WRM existía o no al momento de 

otorgarse el contrato en controversia, y los efectos 

que ello podría tener. En tercer lugar, las 

obligaciones y derechos que tienen las partes con 

respecto a las mejoras, gastos de remodelación, equipo 

e inventario. Finalmente, que responsabilidad, si 

alguna, tienen tanto ADM como el Sr. Rodríguez para 

con los apelados.  Veamos. 

 En síntesis, en este caso la parte apelada alega 

que la parte apelante realizó falsas representaciones, 

antes, durante y después de firmar el contrato de 

arrendamiento para las propiedades antes descritas.  

Asimismo, sostiene que de haber conocido la 

información que le fue presentada de manera incorrecta 

y/o le fue ocultada, no habrían firmado el contrato 

objeto de este litigio. En particular, señalaron que 
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la parte apelante utilizando documentos que sabían 

contenían información incorrecta, le hicieron creer 

que la propiedad a ser arrendada se encontraba en una 

zona comercial, cuando en realidad estaba en una zona 

residencial.  Luego de evaluar, detenidamente, tanto 

el expediente, como la voluminosa transcripción del 

juicio en su fondo, determinamos que la parte apelante 

si incurrió en actos y omisiones que configuran dolo. 

 Durante la vista celebrada el 7 de septiembre de 

2011, durante el testimonio de la Sra. Borrero surgió 

el siguiente intercambio con su abogada
2
: 

POR LA LCDA. CORTÉS: 

P: ¿Qué documento tiene en sus manos, doña María? 

R: El documento que él me dio el día que firmamos los 

acuerdos. 

P: ¿Qué fueron a firmar? 

R: El contrato de arrendamiento. 

P: ¿Por quién está expedido ese documento? 

R: Por ARPE. 

P: ¿Qué número tiene ese permiso? 

R: 129037. 

P: ¿En qué fecha dice que fue expedido, doña María? 

R: Es que no se entiende aquí, dice dos mil… 

HONORABLE JUEZ: 

 Hay una estipulación de las partes a los fines de que es un 

permiso emitido el seis de septiembre de 2001, y el número 

129037.  Así que es un documento estipulado, esa es la…seis 

de septiembre de 2001. 

POR LA LCDA. CORTÉS: 

P: ¿A favor de quién está expedido ese documento, doña 

María? 

R: Wilfredo Rodríguez y/o Asset Development & Management 

Corp. 

P: Hay un párrafo después del de conformidad, donde dice: 

“Sujeto a las siguientes condiciones”. ¿Qué dice en torno a 

zonificación? 

R: C-1. 

P: C-1. 

R: Zona Comercial. 

 

 En esa misma vista, se le preguntó a la Sra. 

Borrero sobre el proceso de obtener el permiso de uso 

y lo que sucedió
3
: 

                                                 
2
 Véase transcripción de la vista de 7 de septiembre de 2011, pág.  

  48, líneas 12-25 y pág.49, líneas 1-16. 
3
 Íd., pág. 62, líneas 22-25 y pág. 63, líneas 1-5 y 19-25. 
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P: Okay.  ¿Y qué pasó luego del veintiocho de agosto de 

2006 que usted le da la autorización a doña Zoraya Rivera 

para que comience con las gestiones de la permisología? 

R: Pues, ella sometió todos los documentos.  Y 

aproximadamente como –eso fue como a finales de agosto- 

como para el mes de octubre ella me llamó que había… se 

comunicó conmigo que parece que había algún tipo de 

problema con la… con el permiso. 

. . . . . . . . 

LA TESTIGO: 

 Pues, ella me comunica lo que sucede, inmediatamente 

yo llamo a don Wilfredo para notificarle que estaba pasando 

una situación con el permiso de uso.  Y él me dice que es 

imposible, que eso es un error; que la propiedad tiene 

zonificación, que íbamos a demandar a ARPE, a la Junta de 

Planificación, a todo el mundo, porque eso era imposible. 

 

 En cuanto a que problema en particular 

confrontaban con la zonificación, la Sra. Borrero 

testificó lo siguiente
4
: 

P: ¿Qué exactamente es lo que le dice doña Zoraya Rivera 

cuando la llama por problemas, luego que comienza las 

gestiones de la permisología? 

R: Que la propiedad no tenía zonificación- tenía 

zonificación residencial uno.  Que no tenía… que no era 

comercial. 

P: ¿De dónde, si se lo dijo, de dónde le dice doña Zoraya 

Rivera que ella obtiene esa información que le acaba de 

suministrar? 

R: De ARPE. 

P: De ARPE.  ¿Qué zonificación le dijo que tenía la 

propiedad? 

R: R-Uno. 

P: ¿Y usted acaba de declarar que llamó o habló con don 

Wilfredo…? 

R: Hablé con don Wilfredo directamente. 

P: Le dio esa información.  Y que don Wilfredo le dijo que 

estaban equivocado... 

  

 Asimismo, surge del testimonio de la Sra. Borrero 

que al recibir una notificación de ARPe con respecto a 

la zonificación del lugar y confirmar con la Junta de 

Planificación que la zonificación del área era R-1, 

sostuvo una conversación con el Sr. Rodríguez este le 

señaló que era un error de la agencia y que de ser 

necesario los demandarían.
5
 Sin embargo, del testimonio 

del Sr. Rodríguez surge que desde el 2001 él tenía 

                                                 
4
 Véase transcripción de la vista de 7 de septiembre de 2011, pág.  

  66, líneas 8-25. 
5
 Véase transcripción de la vista de 17 de enero de 2012, págs.  

  68-71. 
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conocimiento que la zonificación del área donde están 

los locales era R-1 e incluso en ese año se solicitó 

una rezonificación.
6
  No obstante, aceptó que para la 

fecha del contrato le entregó a los apelados una copia 

de permiso de uso que identificaba la zonificación de 

los locales como C-1.
7
 Sobre si le comunicó a los 

apelados antes o mientras se firmaba el contrato de 

arrendamiento, que no era correcto identificar los 

locales como unos ubicados en una zona C-1, durante el 

contrainterrogatorio de éste surgió lo siguiente
8
: 

P: Y le dijo usted a esa persona con la que usted estaba 

negociando ese contrato que ese permiso de uso de ARPe 

decía notificación (sic) C-1 pero eso no era correcto, ¿eso 

se lo dijo? 

R: No le dije que no era correcto.  

 

 Lo antes señalado, aunado a las expresiones de la 

Sra. Borrero, en las que solicita la anulación del 

contrato porque fue engañada por la parte apelante, 

pues este conocía que la zonificación R-1 que tenía el 

lugar no les iba a permitir realizar los negocios que 

se proponían, configura las maquinaciones incidiosas.
9
  

Más aún, si se toma en consideración que la parte 

apelante conocía que el propósito del arrendamiento 

era uno comercial, a la luz de la cláusula 9 del 

contrato de arrendamiento.
10
 Por lo tanto, le oculto 

información que incidía en una cuestión neurálgica en 

el contrato. Ciertamente, conforme a la normativa 

antes esbozada, el dolo quedó configurado.  

                                                 
6
 Véase transcripción de la vista de 26 de marzo de 2011, págs.  

  75-77. 
7
 Íd., págs. 117-1179. 

8
 Véase transcripción de la vista de 26 de marzo de 2012, pág. 87,  

  líneas 5-9. 
9
 Véase transcripción de la vista de 17 de enero de 2012, pág.  

  101, líneas 18-25 y pág. 102, líneas 1-2. 
10
 Véase transcripción de la vista de 26 de marzo de 2012, págs.  

   64-65. 
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Por otra parte, los apelantes señalan que el TPI 

incidió en adjudicarle a los apelados tres partidas de 

$100,000.00, una por remodelaciones y mejoras, otra 

por inventario y equipo y la última por concepto de 

daños y perjuicios.
11
 Los apelantes alegan que en el 

contrato de arrendamiento quedo consignado que las 

mejoras realizadas por la parte arrendataria quedarían 

para beneficio del arrendador sin derecho de 

reembolso. Según ellos, al haberse estipulado el 

contrato y su contenido los apelados no podían atacar 

dicho contenido. A su vez, alegan errores en las 

cuantías que determinó la CPA Carmen Vega en su 

informe pericial. 

De un análisis cuidadoso del expediente de este 

caso, incluyendo el examen de la transcripción del 

juicio en su fondo, podemos concluir que la 

determinación del TPI se sostiene en la prueba 

desfilada ante sí. A su vez, las alegaciones de los 

apelantes son generales y no permiten un análisis 

particular, pues parten de la premisa de que nos 

encontramos ante un contrato válido. Tampoco nos 

convencen sus alegaciones en cuanto al informe 

pericial, pues del testimonio vertido por la CPA Vega 

se desprende que ésta considero todas las facturas y 

documentos que le facilitó la parte apelada.
12
  Consonó 

con lo anterior, la determinación del TPI merece 

deferencia y la parte apelante no nos ha colocado en 

                                                 
11
 El TPI concluyó que lo apelantes tenían que satisfacer la 

cantidad total de $331,500.00 que incluía depósito, cánones de 

arrendamiento, compra de inventario y equipo, mejoras y 

remodelaciones y una partida por daños y perjuicios. 
12
 Véase transcripción de la vista de 2 de febrero de 2012, pág. 

57-58 y pág. 60-61. 
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condiciones de poder intervenir con la misma. En 

ausencia de pasión, perjuicio, parcialidad o error 

manifiesto, no hay razón alguna para intervenir con la 

apreciación de prueba realizada por el TPI.   

De igual forma, los apelantes arguyen que incidió 

el TPI en concederle a los apelados la cantidad de 

$31,500.00 por concepto de depósitos y cánones de 

arrendamiento. Los apelantes alegan que dicha 

devolución de las rentas pagadas constituye un 

enriquecimiento injusto a favor de los apelados. No 

obstante, al encontrarnos ante un contrato que fue 

declarado nulo, dichas alegaciones no se sostienen. La 

devolución de los cánones procede como cuestión de 

derecho. Al decretarse nulo el contrato la devolución 

de las contraprestaciones es obligatoria.  

 Por otra parte, los apelantes formulan una serie 

de señalamientos de error relacionados a sí WRM estaba 

debidamente registrada al momento de firmarse el 

contrato y en cuanto la responsabilidad personal que 

determinó el TPI en cuanto al Sr. Rodríguez. En su 

Sentencia, el TPI concluyó que la enmienda de cambio 

de nombre radicada por World Reach Corp. no se 

retrotrajo a su fecha de incorporación original y por 

ello WRM no existía a la fecha de la firma del 

contrato.  Así lo testificó el Sr. Rodríguez
13
: 

P: Lo que significa don Wilfredo, y usted me dice si estoy 

en lo correcto, que ese cambio de nombre de World Reach 

Corporation a World Reach Management Corporation cobró 

vigencia, por lo menos en la fecha en que se radicó en el 

Departamento de Estado, el 8 de marzo de 2007, ¿correcto? 

R: Es correcto. 

                                                 
13
 Véase transcripción de la vista de 26 de marzo de 2012, pág.  

   14, líneas 22-25 y pág. 15, líneas 1-8. 
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P: Correcto. Que mientras... que antes del veintidós de 

febrero de 2007 no existía una corporación que se llamara 

World Reach Management Corporation, ¿correcto? 

R: Con ese nombre, no.  

 

De manera que, el cambio de nombre se radicó ante 

el Departamento de Estado el 8 de marzo de 2007. El 

Art. 1.03 (D) de la Ley Núm. 144-1995, supra, dispone 

que cualquier documento radicado según las 

disposiciones del inciso (C) del mismo artículo tendrá 

vigencia en la fecha de su radicación. Por lo cual 

concluimos que el cambio realizado no puede tener 

efecto retroactivo.   

A su vez, el TPI determino que el Sr. Rodríguez  

era responsable en su carácter personal al tener 

conocimiento de la falsedad de las representaciones y 

omisiones. En ese sentido, el Art. 1.06 (C) de la Ley 

Núm. 144-1995, supra, dispone que las personas que 

actúen como una corporación sin autoridad para ello 

responderán solidariamente de las deudas y 

obligaciones incurridas. En este caso, el Sr. 

Rodríguez reconoció que la compañía no existía como 

WRM al momento de firmarse el contrato, por lo tanto 

responde a tenor de lo dispuesto en el Art. 1.06 (C) 

de la Ley Núm. 144-1995, supra.  

Ahora bien, de una lectura del recurso de 

apelación, se desprende que los apelantes se limitaron 

a argumentar que el contrato de arrendamiento y su 

contenido fueron estipulados por las partes por lo que 

los apelados no podían impugnar el mismo. No 

argumentaron ni justificaron en derecho los errores 

que señalaron.  La mera alegación de un error, que 

luego no se fundamenta o discute, no debe ser motivo 
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para revisar, modificar o de alguna manera cambiar una 

decisión de un tribunal. Quiñones López v. Manzano, 

141 D.P.R. 139, 165 (1996); J.R.T. v. Hato Rey 

Psychiatric Hosp., 119 D.P.R. 62 (1987). Realmente se 

trata de errores levantados pero no discutidos 

propiamente, por lo que se entienden renunciados. 

Pueblo v. Dieppa Beauchamp, 115 D.P.R. 248 (1984). 

Así, pues, dada la falta de argumentación de la parte 

apelante concluimos que dichos errores fueron 

renunciados.  

Sin embargo, dada la complejidad del caso de 

marras, consideramos importante hacer una breve 

discusión sobre la figura de los promotores en el 

derecho corporativo. Ante la falta de legislación 

relacionada a la etapa de promoción de una 

corporación, se han elaborado distintas doctrinas para 

establecer los derechos y responsabilidades que surgen 

de los contratos que se pactan durante esta etapa. 

Sobre este particular, en Ortiz Muñoz v. Rivera 

Martínez, 170 DPR 869, pág. 882-884 (2007), nuestro 

más Alto Foro dispuso lo siguiente:  

“[E]l promotor es el único responsable 

frente a las personas con las cuales 

contrató en previsión de la incorporación de 

una futura entidad corporativa. Una vez la 

entidad corporativa adviene a la vida 

jurídica mediante el proceso de 

incorporación, esta puede quedar vinculada 

por los acuerdos hechos por el promotor, si 

media un acto afirmativo de su parte 

mediante el cual se entienda que adoptó, 

explicita o implícitamente, los referidos 

acuerdos.  

... 

La posibilidad de una adopción 

implícita por parte de la corporación se 

debe a que si la misma acepta y obtiene 

beneficios del contrato, ésta debe, de igual 

forma, asumir sus obligaciones. Permitir que 



 

 

 

KLAN201400909    

 

41 

la corporación acepte los beneficios del 

contrato sin asumir las responsabilidades 

que provienen del mismo seria consagrar un 

enriquecimiento injusto. Ahora bien, para 

que se configure la adopción implícita de un 

contrato no basta con que la corporación 

obtenga y reciba sus beneficios. Según 

expresamos anteriormente, es requisito 

indispensable que se le pueda imputar a la 

corporación el conocimiento pleno del 

contrato y sus términos. ” 

 

Si fuésemos a aplicar la figura del promotor al caso 

de autos podríamos concluir, de igual forma, que el 

Sr. Rodríguez  es responsable en su carácter personal 

siendo este promotor de una corporación que no existía 

todavía al momento del perfeccionamiento del contrato.  

Finalmente, los apelantes formulan un 

señalamiento de error indicando que incidió el TPI al 

concluir que ADM tenía responsabilidad ante los 

apelados. Surge del testimonio del Sr. Rodríguez que 

este fungía como representante autorizado no solo de 

WRM, sino también de ADM.  Es en esa calidad que 

requirió que se realizaran los pagos de depósito y el 

primer pago de renta a nombre de esta última. En 

cuanto a la responsabilidad de dicha corporación en el 

caso ante nos, entendemos que esta surge con claridad 

del testimonio del Sr. Rodríguez.
14
 En particular, éste 

señaló que antes de firmarse el contrato, se 

corrigieron todos los errores que tenía dicho 

documento.  No obstante, al final del contrato cuando 

se identifica al arrendador aparece el nombre de ADM y 

junto a ello la firma del Sr. Rodríguez como su 

representante autorizado. El Sr. Rodríguez lo llamó 

una inadvertencia, sin embargo, el foro de instancia 

                                                 
14
 Véase transcripción de la vista de 26 de marzo de 2012, pág.        

   26. 
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no le dio credibilidad a dicha aseveración. La 

realidad es que en diferentes ocasiones el Sr. 

Rodríguez representó indistintamente a ambas 

corporaciones y ambas se beneficiaron del contrato 

firmado. No encontramos elementos para cambiar la 

apreciación de la prueba realizada por dicho foro, ni 

su determinación final.  

A la luz del análisis que antecede, así como el 

derecho aplicable, determinamos que no se cometieron 

los errores señalados. Ante ello, se procede a 

confirmar al TPI. 

V. 

Por los fundamentos previamente expuestos, 

confirmamos el dictamen recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


